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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, l5 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Miguel Gustavo Daza
contra la resolución de fojas 772, de fecha 13 de setiembre de 2017,

por la Tercera sala Civil de la corte Superior de Justicia de Lima, que declaró
la demanda de autos.

AMENTOS

1. En la sentencia emitida en el Expediente 00987 -2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmente están contenidos en el artículo 11 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional:

a)

b)
Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

c)

2. En el presente caso, la parte demandante solicita la nulidad de la resolución de
intendencia sin número y sin fecha, mediante la cual se le abrió un proceso
administrativo y de delitos aduaneros y también de la Resolución de Intendencia
172 3G000012014-002421, de fecha 27 de noviembre de 2074, expedida por la
Intendencia de Aduanas de Tacna de la Sunat, que dispuso, entre otras medidas,
declarar improcedente la solicitud de devolución de la licencia de conducir del
recurrente, le impuso una multa de S/ 1222.00 y le suspendió la licencia de
conducir por cinco años. Manifiesta que habrían vulnerado sus derechos al trabajo y
al debido proceso, en particular, su derecho a la defensa; en tanto que recién tomó
conocimiento de la última resolución cuando concurrió a las oficinas del Ministerio
de Transportes y Comunicaciones el 21 de febrero de 2016 a solicitar la renovación
de su licencia de conducir. Señala que todo ello lo limita en el ejercicio efectivo de
su derecho al trabajo, ya que se desempeñaba como conductor profesional de
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transporte interprovincial en la empresa Cruz del Sur SAC. Agrega que no pudo
ejercer su derecho a la defensa toda vez que no conocía del procedimiento
administrativo sancionador que concluyó con las sanciones antes referidas. Al
respecto debe evaluarse si dicha pretensión será resuelta por la vía del amparo o
existe una vía ordinaria igualmente satisfactoria.

a
J emitida en el Expediente 02383 -2013-PA1TC, publicada en el diario

El Peruano el22 dejulio de 2015, este Tribunal estableció en el fundamento
, con carácter de precedente, que la vía ordinaria será "igualmente satisfactoria"

como la vía del proceso constitucional de amparo si en un caso concreto se
demuestra, de manera copulativa, el cumplimiento de los siguientes elementos:
i) que la estructura del proceso es idónea para la tutela del derecho; ii) que la
resolución que se fuera a emitir pueda brindar tutela adecuada; iii) que no existe
riesgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una
tutela urgente derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las
consecuencias.

En el presente caso, desde una perspectiva objetiva comprobamos que el proceso
especial, previsto en el Texto Único Ordenado de la Ley del Proceso Contencioso
Administrativo, Ley 27584, aprobado por el Decreto supremo 013-2008-JUS,
cuenta con una estructura idónea para acoger la pretensión del demandante (se
solicita que se repongan las cosas al estado anterior al inicio del procedimiento que
concluyó con la Resolución de Intendencia 172 3G0000/2014-OO242l) y darle
tutela adecuada. Es decir, el proceso contencioso-administrativo se constituye en
una vía célere y efrcaz respecto del amparo, donde puede resolverse el caso de
derecho fundamental propuesto por el demandante.

Por otro lado, atendiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de autos no se ha
acreditado un riesgo de irreparabilidad del derecho en caso se transite por la vía
ordinaria. De igual manera, tampoco se verifica la necesidad de tutela urgente
derivada de la relevancia de los derechos en cuestión o de la gravedad del daño que
podría ocurrir, por cuanto la resolución cuestionada recae en un procedimiento
administrativo sancionador que concluyó en el rechazo de la solicitud de
devolución de la licencia de conducir del recurrente, le impuso una sanción de
multa de Sl 1222.00 y la suspensión de la licencia de conducir por cinco años.

6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe una vía igualmente satisfactoria, que es
el proceso contencioso-administrativo especial. Además, en la medida que la
cuestión de Derecho invocada contradice un precedente del Tribunal
Constitucional, el recurso de agravio debe ser desestimado.
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7 . En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 supra, se verifica que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por estarazón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

Además, se incluyen el fundamento de voto del magistrado Sardón de Taboada,
y el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notifíquese.

SS.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABO
ESPINOSA-SALDAÑA u
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FUNDAMENI'O DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Estoy de acuerdo con emitir una sentencia interlocutoria en este caso, pero por razones

distintas a las expuestas por mis colegas magistrados.

A mi criterio, la controversia recaída en autos no es susceptible de resolverse en el

proceso contenctoso-administrativo porque el actor dejó consentir la Itesolución de

Intendencia 172 3G000012014-002421, de 27 de noviembre de 2014 (cfr. fojas 3),

emitlda en primera instancia administrativa por la Intendencia de la Aduana de Tacna de

la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administraclón Tributaria (Sunat).

Iln consecuencia, si el actor hubiese acudido alavia ordinaria, con toda probabilidad su

demanda habría sido declarada improcedente en aplicación del ar1ículo 20 del Texto

Único Orclenado (TUO) de la Ley 27584, que Regula el Proceso Contencioso
Administrativo, aprobado mediante Decreto Supremo 018-2008-JUS; por tanto, no

puede considerarse que el proceso contencioso-administrativo constituye una vía
procesal igualmente satisfactoria al amparo en el presente caso.

No obstantc ello, el I{ecurso de Agravio Constitucional (RAC) debe declararse

improcedente porque el actor no cumplió con agotar lavia administrativa.

Iin efecto, pese a que la Resolución de Intendencia 172 3G0000/2014-002421 fue
válidarnente notificada al actor de conformidad con el artículo 104, literal a, del TUO
del Código Tributario aprobado mediante Decreto Supremo 133-2013-EF (rf, fojas 87

y 88), el actor omitió impugnar dicha resolución en la vía administrativa de

conformtdad con las disposiciones complementarias finales decimoprimera y

decimosegunda del Decreto Legislativo 1053, que aprueba la Ley General cle Aduanas.

Además, no sc advierte que se presenten en este caso las causales de excepción
cstablecrdas en el ar1ículo 46 del Código Procesal Constitucional.

Por tanto, puesto que no se ha cumplido con agotar la vía previa en el presente caso, nri

voto es por declarar TMPROCEDENTE el RAC en aplicación del acápite b) del
funciamentr¡ 49 de la sentencia emitrda, con calidad de precedente, en el Iixpediente
00987-2014-PAlTC concordante con el artículo 11, inciso b, del Reglamento Nonnativo
del'fribunal Constitucional.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO
ESPTNoSA-SALDAñI nannnna

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas, pero discrepo en cuanto a la
fundamentación esgrimida al respecto. A continuación, expreso mis razones.

1. En el presente caso, se debe declarar improcedente lo solicitado, mas no en mérito a

que, como aftrma erróneamente la ponencia,la controversia pueda discutirse en la
vía ordinaria mediante el proceso especial previsto en el TUO de la Ley 27584, que

regula el proceso contencioso administrativo.

2. En efecto, en la presente controversia, la actora solicita la nulidad de la Resolución
de Intendencia 172 3G0000/2014-002421, de fecha 27 de noviembre de 2014,
expedida por la Intendencia de Aduanas de Tacna de la Sunat, que dispuso, entre
otros, declarar improcedente la solicitud de devolución de la licencia de conducir
del recurrente, le impuso una sanción de multa ascendente a Sl. 1,222.00 soles y le
suspendió la licencia de conducir por 5 años..

3. Al respecto, resulta preciso indicar que en la disposición complementaria
decimoprimera del Decreto Legislativo 1053, que aprueba la Ley General de

Aduanas, establece que "Son órganos de resolución en materia de multas
administrativas (...) a) La SUNAT, que resolverá los procedimientos contenciosos
en primera instancia. b) El Tribunal Fiscal, que resolverá los procedimientos
contenciosos en segunda instancia."

4. Siendo así, y dado que el actor fue debidamente notificado (fojas 87 y 88), queda

claro que la resolución cuya nulidad se solicita pudo haber sido impugnada ante el
Tribunal Fiscal. En consecuencia, la recurrente no ha cumplido con agotar la via
previa, por lo que se ha incurrido en la causal de improcedencia establecida en el
inciso 4, del artículo 5 del Código Procesal Constitucional. Ello, en términos de las

causales de rechazo liminar previstas en el precedente "Vásquez Romero", nos pone
ante una situación carente de especial trascendencia constitucional.

S

ESPINOSA-SALDAÑN NANNTNA
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VO'I-O SINGUI,AIT DI]I, MAGIS'TITADO FE,ITRERO COS'I'A

Con la potcstercl que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

dc rrri colcger nragistlado, cutito el prescnte voto singular, para expresar respetuosameltte

clrrc clisicnto dcl preccdcntc vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PAI'I'C,
SlrN'fllNClA IN't'ljltl.O(lU'fOl{lA DENIIGATORIA, por los ltrndarnenlos qLre a

continuación expongo:

l!r, 'l'nruuxAl, CoNS'r'n'ucroNAL CoMo coRt'ti DIt llEvtstÓn o IiALLo Y NO DE

CAST\CIÓN

l.a Cc¡rrstituciiin de 1979 creó el 'fribunal de Garantías Constitr"rcionales colrlo
inst¿rncia de casación y Ia Conslitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en inslancia de lallo. I-a Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder

.lL¡clicial. con la tarea de garantizar Ia supremacía constitucional y Ia vigencia plena

dc los dcrcchos 1'rnd¿rmentales.

2. l,a l.c¡, liunclarncnt¿rl de 1979 estableció que el 'fribr,rn¿rl de G¿rrantías

Cor-rstitucion¿rlcs er¿l Lur órgano de control de Ia C-lonstiturción, clue tenía.jLrrisdiccitin
cn tcldo cI tcrritorio nacional para conoceÍ, en vía cle cus'crción, de los hubaos corl)Lt,\

y amparos denegados por el Poder Jr-rdicial, lo qr,re irnplicó c¡r.re dicho 'l'ribunal no

constituía una inst¿rncia habilitada para l'ailar en lbrma definitiva sobre la caus¿r. Es

clccir. no se pl'onr-lnciab¿r sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
clcrcchos rccorrocidos en la Constitución.

i. Iin esc senliclo, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garanlías
Conslitr"rcionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

clicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicaclo en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
trarritación y resolr,rción cle Ia demanda, procederá ¿r casar la sentencia y, luego de

scñalar la clcficiencia, devolverá los actuados a la Corte Supren-ra de Juslicia de l¿r

I(cpública (rccnr,ío) par¿r clLrc emita nLrevo 1állo siguriendo sus lineaurientos,

¡rrocedimiento c1r-rc. a lodas lLrces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
n-icnc ionaclos.

4. lll ntodelo de tutela ante amenazas y vulnelación de derechos fue seriar-l-lcnte

modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
rrccanisnlos de lutela de dos a cLratro, a saber, hubeas corpus, ¿lmparo, hctbeos clatct

), acci(rn de cunrplir-niento. Iin segundo lugar, se crea al 'fribunal Constitucional
conro rilgano de control cle Ia constittrcionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica elróneantente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

{rM
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matcri¿l de procesos constitLtcionales de Ia libertad, la Constitución establece que el
'l'ribunal Constitucional es instancia de revisión o f-allo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prcscribe qLre corresponde al 'fribunal Constitucional "conocer, en tiltimtt y
clefinitiva instctncict, los re.soluciones denegaÍorius dictados en los procesos de

hctbeas cot'plts, amporo, habeos data y acción de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos lundamentales.
exigc clue el 'l'ribunal Constitr-rcional escuche y evalúe los alegatos de quiett se

cstima amenazado o agraviado en Lln derecho firndamental. [Jna lectura diversa
contr¿lvcndrí¿r manclatos esenci¿rles de la Constitución, como son el principio de

dc1-cnsa de la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como lin supremo de [a
sociedad y del ljstado (arlíor-rlo l), y "lo observqncia del debido proce.\'o y tufelct

.ftrt'is'diccionol. l',linguno pers'ona puede s'er desviada cle lo .juri.s'dicción
¡tretletermincttla por la ley, ni s'r¡metitla a procedimiento distinlo cle los' previumente
e,s'tableciclos, ni.juzgatlu por órgcrnos'.luri.sdiccionale,s cle excepción ni por'
ct¡ntis'ione.s es:peciale,s' creaclas' al e./ecto cualqttiera .tea slt denominación",
consagrada en el artículo 139. inciso 3.

ó. Como se advierle, a dil'erencia de lo cllle acontece en otros países, en los cuales el

¿rcccso a la úrltima instancia constitr-rcional tiene lugar por la vía del certir¡rari
(Sr,rprerna Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Cor-rstituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protccción dc su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

cs1á cn discr-rsiór-r cs [a supuesta ¿lmenaza o lesión de un derecho llndamental, se

clcbc ¿rblir 1a vía corrcsponclicntc para que el 'l'ribunal Constitucior-ral pueda
plonuriciarsc. Pcro lzi apertura de esta vía solo se produce si se pet'mite al

pcticior-rante colaborar con los jueccs conslitr-rcionales rnedi¿urtc un pormenorizaclo
análisis de lo qr.re se prelencle. de lo que se invoca.

7. l,o conslitucional es escuchar a la parle como concretizacíón de su derecho
irrcnnnciable a la del'ensa; además, un T'ribunal Constitucional constituye el rnás

cl'cctivo medio c-le del'cnsa de los derechos fundamentales [i'ente a los poderes
púrtrlicos y privaclos. lo cual evidencia el triunfo de la jr-rsticia ft'ente a la
irlbitIltricdittl.

[,r, onnncuo A sriR oÍDo coMo MANTFESTACTóN DE LA DEMocRA'nzACIóN DE r,os
Pnocrsos ConslrlucroNALES DE t,A LIBER'IAD

8. I-a administración de .iusticia constilucional de la libertad que brinda el 'l'ribunai

C'onslitr-rcioual. clcsde su creación. es respetuosa, como corresponde. del derecho de

l'ry4
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defensa inherente a toda persona, cuya manilestación primaria es el derecho a ser

oído col-r todas las debidas garantías al interior de cr-ralquier proceso en el cual se

clclcrminen sus derechos, interescs y obligaciones.

L). Precis¿iuentc, r-ni ale.jar-niento respeclo a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la delbnsa. la cual, sólo es

el'ectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita ¡,

oral. los argLrmentos pertirlentes. concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

[0. Sobrc [a inlervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potcstacl cle adnrinistlaL.justicia constituye Lrna manif-estación del poder que el

lrstado oslenta sobrc las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con eslricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano. lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

1 l. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en def-ensa de sus intereses,
que se concede en I¿r audiencia de vista, también conslituye un elemento que

ciemocr¿rtiza cl proccso. l)c lo contrario. se decidiría sobre la esf'era de interés c'le

Lnra pcrsonzr sin pcrnritirlc alegar lo correspondienle a su f'avor, lo c1r"re resultaría
cxclLr1,s111L¡ \, ¿rnticlcurocrirtico. Aclen-lás, el 'fribr,rnal Conslilucional tiene el deber
inelLrdiblc c1c optir-r-riz¿rr, eu cada c¿rso concrelo, las razones. los motivos y los

argumentos que juslilican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitirna no por ser un tribr.¡nal de jr"rsticia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de r-nodo suficienle las razones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. I:rn csc sentido. ia Colte Inter¿imericana de Derechos Humanos ha establecido qure el
dc,r'ccl-io de clcl-cnsa "obligcr al l:s'tctclo a lrulctr al inclivicluo en loc{o momenlo conlo
un verdoclero suleÍo clel procesct, en el más'amplio sentido de esfe conc'eplo, y no
simplemenle como objelo clel mismo"l, y que "para que exisla debido proceso legcrl

es preciso que un .justiciable ¡tueda hacer valer sus derechos y de.f'ender sus

inlerese,s en .[rtrma e.f'ectit,tt y en condiciones de igualdad procesul con olros'
,)

Jtt.\'ll C t(tD le .\"'

I (lorte IDI-1. Caso llarrcto Lciva vs. Vcnezuela, sentenci¿r del 17 cle noviembre c-le 2009.
párralb 29.

2 Corte IDII. Caso llilaire, Constantine y Ilenjarnin y otros vs. Trinidad y Tobago,
scntencia dcl 21 de .iunio de 2002, párralb 146.
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13. tll modelo de "instancia de f-allo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por e[ 'fribr"ural Constitucional si no es con grave violación de sus

clis¡tosicioncs. Dicho '['ribr,ural es su intérprete supremo, pero no su refbrmador, toda

vcz cluc con-ro cirgano constitr-rido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a Lln proceso constitucional de la libertad Ia denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribr-rnal Constitr"rcional no tiene competencia
parzl "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recllrso de agravio constitucional.

l.t. I)c coulbnriclad con los artículos l8 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'i'r'ibLlnal ClonstitLlcton¿il no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala SLrperior dcl Podcr.luclicial. Al -l'riburral lo qr-re le corresponde es conocer del

I{ACI y pronunciarse sobrc el lbndo. Por ende, no le l-ra sido dada la competencia de

rcchazar dicho recurso, sino por el oonlrario de "conocer" lo que la parte alega

colno un agravio que le causa indefensiór-r.

16. I'or olro lado, Ia "sentencia interlocutoria" establece como sLIpLIestos para sLt

aplic:aciór-r ltrrmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rcclr.ricre sc-l'acl¿rrado,.jurstilicado y conoretado en supuestos especí1'tcos, a saber,

identillcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni juslificarlo,
convicrte el empleo de lzr precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al'ectar, entre otros, el derecho fundamental de def'ensa, en su manifestación de ser

oído con las debidas garantías, plres ello daría lugar a decisiones sr,rbjetivas y
carenles de prediclibilidad, aI'ectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían qr"re adivinar qué resolverá el 'l'ribunal Constitucional antes de presentar su

respectiva clemanda.

17. l)or lo clcurirs. ntulctti.s ntt,tlandis', el prcccdente vinculante contenido cu la Sentc'ncirt

00987-2014-PA/fC repite lo señaiado por el Tribunal Constitucional en otros

thllos, como en el caso Lr,ris Sánchez l,agomarcino Ramírez (Sentencta 02877-
2005-PFIC/'fC). Del mismo rnodo, constituye una real'rrmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.
vías paralelas, lilispender-rcia. invocación del derecho constitucional liqLrido y
cicrlo. ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de qr-re los procesos constitucionales de la libertad sean de

una natLrraleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un

rnotivo para qlle se pueda clesvirluar Ia esencia principal del recurso de agravio
constilucional.

rNú
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
últirna posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo clL¡e garantiza que el '['ribr-rnal Constitucional, c'u tanto instancia Útltima y
clefinitiva, se¿r I¿r adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

dcrecl-ros esenciales cu¿rndo no encLrentran justicia en el Poder Judicial;
cspccriainrenle si sc liene cn cuent¿l c1ue, agotada la vía constitucional. al .justiciable
solo Ie qr-reda el car-nino c1e la.jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afin.nó Itaúrl F-errero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo. una delensa total de la Cor-rstitución, pr"res si toda garantía constitucional
enlraña el acceso a la prestación jr-rrisdiccional, cada cual al defender su derecho
cstir dclbndiencio cl de los demás y el de Ia comunidad que resulta oprimida o

crrvilecida sin Ia protección judicial auténtica".
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